
























































































































































GABINETE JURÍDICO
Servicios Centrales

INFORME  SSCC2020/16  PROYECTO  DE  DECRETO  POR  EL  QUE  SE  REGULA  EL
PROCEDIMIENTO  DE  EXPEDICIÓN,  RENOVACIÓN,  MODIFICACIÓN  O  PÉRDIDA  DEL
TÍTULO DE FAMILIA NUMEROSA EN ANDALUCÍA. 

Asunto:  Disposición  de  carácter  general:  decreto.  Competencia  administrativa:
familias; familias numerosas. Procedimiento de expedición, renovación, modificación o
pérdida  del  título  de  familia  numerosa.  Aplicación  de  la  Ley  40/2003,  de  18  de
noviembre, y de su Reglamento.  Documentación a aportar. Vigencia del título. Carné de
familia numerosa. Lex repetita. 

Remitido por la Ilma. Sra. Secretaria General Técnica de la Consejería de Salud y Familias,
proyecto de Decreto referenciado para su informe,  conforme al  artículo  78.2.a)  del  Reglamento de
Organización y Funciones del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía y del Cuerpo de Letrados de la
Junta de Andalucía, aprobado por Decreto 450/2000, de 26 de diciembre, se formulan los siguientes:

ANTECEDENTES

PRIMERO.- Con fecha 27 de marzo de 2020, se ha remitido proyecto de Decreto referenciado,
adjuntándose el expediente vía consigna.

SEGUNDO.- Con fecha 18 de mayo de 2020 y ante la ausencia de un borrador expresamente
señalado para informe del Gabinete Jurídico, se remite correo electrónico en el que se indica que el
texto del proyecto a informar consta en las páginas 259 a 282 del expediente.

TERCERO.- Dado que los Anexos que acompañaban al proyecto no parecen ser los definitivos,
se  han  tomado   a  efectos  de  informe,  los  que  figuran  en  la  página  web
“https://juntadeandalucia.es/servicios/normas-elaboracion/detalle/185862.html”. 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS

PRIMERA.- El  presente  proyecto  de  Decreto  tiene  por  objeto  regular  el  procedimiento  de
expedición, renovación, modificación o pérdida del título de familia numerosa en Andalucía. Según la
Memoria Justificativa:

“La Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección  a las Familias Numerosas, regula el
concepto de familia numerosa y seña las condiciones que deben reunir las personas integrantes de la
unidad familiar y las categorías en que se clasifica.

El artículo 5.2 de dicha Ley establece la Comunidad Autónoma de residencia de la persona
solicitante, asumirá la competencia para el reconocimiento de la condición de familia numerosa, así
como para la expedición y renovación del título que acredite dicha condición y categoría.
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El Reglamento de desarrollo de la Ley 40/2003, de Protección a las Familias Numerosas,
aprobado  por  Real  Decreto  1621/2005,  de  30  de  diciembre,  recoge  el  contenido  mínimo  e
indispensable  del  título  de  familia  numerosa,   y  remite  a  las  Comunidades  Autónomas  el
establecimiento del procedimiento administrativo para la solicitud y expedición del título, incluyendo la
determinación de los documentos que se deben acompañar para acreditar que se reúnen los requisitos
que dan derecho al reconocimiento de tal condición.

(…) Son cada vez mayores los beneficios dirigidos a las familias numerosas, y el título oficial
esencial para el acceso a estos beneficios, es el reconocimiento de la condición de familia numerosa.
Por tanto, en una realidad social cambiante y en especial para las familias, se hace preciso establecer
una regulación con la que se pueda incrementar la eficacia en la gestión y promover un procedimiento
más ágil que redunde  en una mejor atención a las personas solicitantes y beneficiarias del título de
familia numerosa”.

El  proyecto que nos ocupa viene a regular  formalmente el  mentado procedimiento,  lo  que
supone un gran avance normativo que redunda en la seguridad jurídica, a efectos de la expedición,
renovación, modificación y pérdida del título de familia numerosa en nuestra Comunidad Autónoma.

SEGUNDA.- Las competencias de la Comunidad Autónoma en cuya virtud se fundamenta el
proyecto  de  Decreto,  se  halla  en  el  artículo   61.4  del  Estatuto  de  Autonomía,  según  el  cual
“Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de promoción de las
familias y de la infancia, que, en todo caso, incluye las medidas de protección social y su ejecución”. 

Dentro del Capítulo II del Título I, dedicado a los derechos y deberes, el artículo 17.1 también
preceptúa que “Se garantiza la protección social, jurídica y económica de la familia”,  añadiendo el
artículo 18.1 que “Las personas menores de edad tienen derecho a recibir de los poderes públicos de
Andalucía la protección y la atención integral necesarias para el desarrollo de su personalidad y para su
bienestar en el  ámbito  familiar,  escolar y social,  así  como a percibir  las prestaciones sociales que
establezcan las leyes”.

El artículo 47.1.1ª determina que es competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma  “El
procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización propia de la Comunidad
Autónoma (…)”.

En  consecuencia,  entendemos  que  la  Comunidad  Autónoma  de  Andalucía  ostenta
competencias para el dictado del proyecto que nos ocupa. 

TERCERA.- Por  lo  que  se  refiere  al  marco  normativo  en  el  que  se  encuadra  el  presente
proyecto, comenzando por la legislación estatal, la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a
las Familias Numerosas, tras definir el concepto de familia numerosa, en su artículo 5 establece que:
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“1. La condición de familia numerosa se acreditará mediante el  título oficial  establecido al
efecto,  que  será  otorgado cuando concurran los  requisitos  establecidos en esta ley,  a  petición  de
cualquiera de los ascendientes, tutor, acogedor, guardador, u otro miembro de la unidad familiar con
capacidad legal.

2. Corresponde a la comunidad autónoma de residencia del solicitante la competencia para el
reconocimiento de la condición de familia numerosa, así como para la expedición y renovación del título
que acredita dicha condición y categoría. A los efectos de esta ley, este título tendrá validez en todo el
territorio  nacional  sin  necesidad  de  acto  alguno  de  reconocimiento.  El  contenido  mínimo  e
indispensable para asegurar su eficacia se determinará en el desarrollo reglamentario de esta ley.

Para los casos de los nacionales de Estados miembro de la Unión Europea o de los restantes
que sean parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, que no tengan su residencia en
territorio español, será competente la comunidad autónoma en la que el solicitante ejerza su actividad
por cuenta ajena o por cuenta propia”.

EL artículo 6 de la misma Ley determina sobre la renovación, modificación y pérdida del título:

“El título de familia numerosa deberá renovarse o dejarse sin efecto cuando varíe el número de
miembros de la unidad familiar o las condiciones que dieron motivo a la expedición del título y ello
suponga un cambio de categoría o la pérdida de la condición de familia numerosa.

El título seguirá en vigor, aunque el número de hijos que cumplen las condiciones para formar
parte del título sea inferior al establecido en el artículo 2, mientras al menos uno de ellos reúna las
condiciones previstas en el artículo 3. No obstante, en estos casos la vigencia del título se entenderá
exclusivamente respecto de los miembros de la unidad familiar que sigan cumpliendo las condiciones
para formar parte del mismo y no será aplicable a los hijos que ya no las cumplen”.

Por otra parte, el Reglamento de dicha Ley, aprobado por Real Decreto 1621/2005, de 30 de
diciembre, preceptúa en su artículo 2.1 que “La condición de familia numerosa se acreditará mediante
el título oficial que establezca y expida la comunidad autónoma donde tenga su residencia el solicitante.
Para los casos de nacionales de Estados Miembros de la Unión Europea o de los restantes que sean
parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, que no tengan su residencia en territorio
español,  será competente  la  comunidad autónoma en la  que el  solicitante ejerza su actividad por
cuenta ajena o por cuenta propia. En el caso de españoles que trabajen en instituciones españolas
fuera  del  territorio  nacional,  el  título  oficial  será  expedido  por  las  autoridades  competentes  de  la
comunidad autónoma en la cual se encuentren inscritos a efectos de su participación electoral “. 

Plaza de España. Puerta de Navarra, s/n 0 41013 Sevilla
3

Código: 43CVe739JRKLVV2HgJjRt19WEUvT93 Fecha 06/07/2020

Firmado Por JAIME VAILLO HERNANDEZ

Url De Verificación https://ws050.juntadeandalucia.es/verificarFirma Página 3/18

https://ws050.juntadeandalucia.es/verificarFirma/code/43CVe739JRKLVV2HgJjRt19WEUvT93


GABINETE JURÍDICO
Servicios Centrales

El apartado 4 del mismo artículo 2 establece que “Corresponde a las comunidades autónomas
establecer el procedimiento administrativo para la solicitud y expedición del título, que contemplará la
opción de formato digital con idéntica validez que el formato papel, incluyendo la determinación de los
documentos que deberán acompañarse para acreditar que se reúnen todas las condiciones que la Ley
40/2003, de 18 de noviembre, establece para tener derecho al reconocimiento de tal condición”.

Su artículo 3.3 en el mismo sentido señala que “Corresponden a las comunidades autónomas
desarrollar el procedimiento administrativo para renovar, modificar o dejar sin efecto el título de familia
numerosa, incluyendo la determinación de los documentos que deberán acompañarse para acreditar
que se mantienen,  en su caso,  todas las  condiciones que la  Ley  40/2003,  de 18 de noviembre,
establece para tener derecho al reconocimiento de tal condición”. 

No existe hasta el momento en nuestra Comunidad Autónoma, ninguna disposición específica
reguladora de los procedimientos para la expedición, renovación, modificación y pérdida del título de
familia numerosa.

CUARTA.- En cuanto a la estructura, que razonamos correcta, el borrador de decreto consta
de 16 artículos, una disposición adicional, dos disposiciones transitorias, una disposición derogatoria,
dos disposiciones finales, y cuatro anexos. 

QUINTA.- Entendemos que se ha cumplimentado hasta ahora la tramitación procedimental
prevista con carácter general,  para la elaboración de los reglamentos, en el  artículo 45 de la Ley
6/2006, de Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Por  lo  que  se  refiere  a  la  intervención  del  Consejo  Consultivo,  el  artículo  17.3 de  la  Ley
4/2005, de 8 de abril, que regula dicho órgano, establece que será consultado preceptivamente en los
“Proyectos de reglamentos que se dicten en ejecución de las leyes y sus modificaciones”. Dado que se
están  desarrollando  los  artículos  5.2  de  la  Ley  40/2003,  de  18  de  noviembre,  y  2.4  y  3.3  del
Reglamento de dicha Ley, procede recabar dicho dictamen. 

Según la Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de abril de 2004, Rec. nº 3997/2001:

“...cuando se dicta un Decreto autonómico en virtud de las competencias atribuidas en la
materia por la Ley del Medicamento, que tiene carácter de básica, dicho reglamento pertenece a la
categoría de los que la Sala viene considerando como ejecutivos de las leyes. 

Esta apreciación no resulta desvirtuada porque el Decreto autonómico en cuestión se limite a
adaptar al ámbito de la Comunidad Autónoma ciertos Reales Decretos estatales de desarrollo de la Ley
del Medicamento. Pues debe considerarse evidente que, al ejercer potestades normativas en el marco
de la Ley básica estatal, la Comunidad Autónoma esta ejerciendo una potestad reglamentaria propia
con un contenido autónomo respecto a la del Estado. Por ello, a efectos de la exigencia de informe
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preceptivo del Consejo de Estado, los Decretos como aquel sobre el que versa el proceso no pierden
su  carácter  de  normas  ejecutivas  de  la  ley,  toda  vez  que  pueden  establecer  un  contenido
complementario, precisamente en virtud de las potestades autonómicas. Por ello debe considerarse
preceptivo requerir informe del Consejo de Estado de acuerdo con el artículo antes citado de su Ley
Orgánica reguladora, o en su caso, del Consejo Consultivo de la Comunidad Autónoma”.

SEXTA.-  Se  recuerda  que,  cuando  se  solicitara  el  dictamen  del  Consejo  Consultivo  de
Andalucía,  debería  publicarse  también  el  proyecto  y  toda  la  documentación  que  forma  parte  del
expediente, dándose cumplimiento así a la exigencia para ello del artículo 7.c) de la Ley 19/2013, de 9
de diciembre, de Transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, y del artículo 13.1.c)
de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía. 

SÉPTIMA.- En cuanto a las consideraciones jurídicas sobre el articulado, se realizan las que se
detallan a continuación:

7.1.- Con carácter general y sin perjuicio de que posteriormente se analice cada precepto en
particular, existen en el proyecto multitud de discordancias con las previsiones de la normativa básica
estatal, por lo que habría que estar al contenido y la literalidad de las mismas, concretamente a los
artículos 1 a 7  de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, y 1 a 4 de su Reglamento. 

Cualquier  reproducción  o  reiteración  total  o  parcial  del  contenido  de  una  previsión  básica
estatal, habría de hacerse de manera literal, indicando cuál es el precepto y la norma correspondiente
que se reproduce o reitera. No obstante, y a efectos de evitar los efectos perniciosos de la lex repetita,
se recomienda ceñirse a realizar remisiones a dichas normas estatales, bastando en este caso con
explicitar de manera breve y concisa cuál es el contenido del precepto al que se hace la remisión.

Se  recuerda  en  este  punto  el  Dictamen  277/2007  del  Consejo  Consultivo  de  Andalucía,
relativo al Anteproyecto de Ley de Educación de Andalucía, el cual recuerda que ha venido expresado
su preocupación por los riesgos que lleva consigo el empleo de la técnica conocida como “lex repetita”:

“En  concreto,  se  advierte  que  el  Tribunal  Constitucional  ha  criticado  el  procedimiento
consistente en reproducir normas de otras disposiciones en lugar de remitirse a ellas; procedimiento
que  <<al  utilizarse  por  órganos  legislativos  distintos,  con  ámbitos  de  competencia  distintos,  está
inevitablemente  llamado  a  engendrar  tarde  o  temprano  una  innecesaria  complicación  normativa
cuando no confusión e inseguridad”>>(SSTC 40/1981, de 18 de diciembre, FJ 1.c; y 10/1982, de 23
de marzo, FJ 8). Sobre esta problemática cabe remitirse a lo expuesto por el Tribunal Constitucional en
sentencias  posteriores  (62/1991  (FJ  4.b);  147/1993,  FJ  4;  162/1996,  FJ  3;  150/1998,  FJ  4;
341/2005, FJ 9 y 135/2006, FJ 3).

En tales supuestos, el Tribunal Constitucional precisa que la cuestión principal que se suscita
consiste en determinar si <<el ente autor de la norma que reproduce otra dictada por ente distinto,

Plaza de España. Puerta de Navarra, s/n 0 41013 Sevilla
5

Código: 43CVe739JRKLVV2HgJjRt19WEUvT93 Fecha 06/07/2020

Firmado Por JAIME VAILLO HERNANDEZ

Url De Verificación https://ws050.juntadeandalucia.es/verificarFirma Página 5/18

https://ws050.juntadeandalucia.es/verificarFirma/code/43CVe739JRKLVV2HgJjRt19WEUvT93


GABINETE JURÍDICO
Servicios Centrales

posee o no competencia en la materia a que la primera norma se refiere” (STC 149/1985, FJ 3). Así,
la reproducción por la legislación autonómica de normas estatales en materias que correspondan a la
exclusiva competencia del Estado, ha llevado al Tribunal Constitucional a señalar, en un caso concreto
y específico, que “su simple reproducción por la legislación autonómica, además de ser una peligrosa
técnica  legislativa,  incurre en inconstitucionalidad por invasión  de  competencias  en materias  cuya
regulación no corresponde a la Comunidad Autónoma>> (STC 69/1991, FJ 4).

Del mismo modo, en su sentencia 162/1996, de 17 de octubre, el Tribunal Constitucional
advierte de la posible inconstitucionalidad de estas prácticas legislativas por resultar inadecuadas al
sistema de fuentes constitucionalmente configurado (FJ 3.º) y recuerda en este sentido habido en la
sentencia 76/1983 (FJ 23) ante el supuesto de reproducción por ley de preceptos constitucionales, o
los referidos a otros casos en los que leyes autonómicas reproducían normas incluidas en la legislación
básica del Estado (SSTC 40/1981 y 26/1982, entre otras), así como ante supuestos en que por ley
ordinaria se reiteran preceptos contenidos en una ley orgánica. En opinión del Tribunal se trata de
prácticas,  todas  ellas,  <<que  pueden  mover  a  la   confusión  normativa  y  conducir  a  la
inconstitucionalidad derivada de la norma, como ocurre en aquellos supuestos en los que el precepto
reproducido  pierde  su  vigencia  o  es  modificado,  manteniéndose  vigente,  sin  embargo,  el  que  lo
reproducía>>.

Sin perjuicio de lo anterior, este Consejo ha hecho notar que de la jurisprudencia constitucional
no  se  infiere  un  criterio  formalista  o  automático,  en  virtud  del  cual  la  mera  reproducción  de  un
precepto estatal habría de acarrear tacha o reproche por vicio de incompetencia. Por el contrario, y
desde una perspectiva material o sustantiva, se trata de evitar, no ya la eventual “desactivación” de la
remisión autonómica a la norma estatal como consecuencia de una sobrevenida derogación de ésta (lo
que  de  suyo  no  habría  de  plantear  problemas  especiales),  sino  más  bien,  y  entre  otros  efectos
negativos  y  no  consentidos  por  la  institución,  que  de  la  “importación”  del  precepto  estatal  y  su
inserción en un tejido normativo distinto  pudiera seguirse -por ejemplo-  una reinterpretación de la
norma estatal o la opción por uno de sus sentidos posibles, reduciendo así su alcance o contenido. En
tales casos, obvio es decirlo, de modo indirecto o inadvertidamente, la norma estatal podría verse
ilegítimamente manipulada a resultas de su introducción en un texto legal diverso.

Ciertamente, este Consejo Consultivo ha constatado también que el uso de la técnica de la “lex
repetita” obedece en muchos supuestos al deseo de ofrecer un texto normativo en el que las normas
legales  de  competencia  autonómica  queden  integradas  con  otras  de  competencia  estatal,
proporcionando una visión sistemática sobre el régimen jurídico.

Para lograr el objetivo antes indicado despejando cualquier duda sobre una posible invasión de
las competencias estatales, se han barajado técnicas diferentes. En este sentido nos remitimos a lo
expuesto en el dictamen 591/2006, donde se indica que el propósito de claridad y complitud para los
operadores  jurídicos  puede  justificar  la  fórmula  utilizada  en  el  Anteproyecto  entonces  examinado,
donde en disposición adicional se reflejan los preceptos estatales que son objeto de reproducción en la
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norma autonómica. En otras ocasiones se ha recomendado, por ser más directo y visible, el uso de las
consabidas fórmulas “de acuerdo con” o “de conformidad con”, siempre con la intención de evitar que
se produzca un posible vicio de competencia al que pudiera dar lugar la lex repetita.

En el dictamen 591/2006 se ha advertido que la fórmula de identificación genérica de los
preceptos que hacen uso de la “lex repetita”, mediante disposición adicional, aunque responde a una
técnica ya empleada por los legisladores autonómicos y aporta ventajas de simplificación (facilitando la
lectura del texto al evitar la inclusión reiterada de incisos explicativos), tiene el inconveniente de ser
poco explícita, ya que no identifica los preceptos básicos reproducidos, ni cita la Ley de procedencia,
sino simplemente el origen estatal y el título competencial que ha servido de base para dictarlas.

El propio Tribunal Constitucional ha matizado la proscripción de la reiteración o reproducción
de normas  estatales  por  el  legislador  autonómico  al  precisar  que  no  debe extenderse  a  aquellos
supuestos  en  que  la  reiteración  simplemente  consiste  en  incorporar  a  la  normativa  autonómica,
ejercida ésta en su ámbito competencial, determinados preceptos del ordenamiento procesal general
con la sola finalidad de dotar de sentido o inteligibilidad al texto normativo aprobado por el Parlamento
Autonómico (STC 47/2004, de 29 de marzo, FJ 8). En este orden de ideas, la sentencia del Tribunal
Constitucional 341/2005, de 21 de diciembre (FJ 9) considera que la reproducción de preceptos
estatales dentro de los límites referidos responde a una opción de técnica legislativa que entra de lleno
en la libertad de configuración del legislador, considerando que el uso de tal técnica puede ayudar en
ocasiones a paliar la dispersión normativa existente en una determinada materia, no produciéndose la
inconstitucionalidad cuando existan competencias legislativas del Estado y de la Comunidad Autónoma
sobre la misma materia.

La  anterior  conclusión  sólo  puede  establecerse,  claro  está,  cuando  se  esté  ante  una
reproducción y no ante una modificación que colisione o simplemente distorsione el significado de un
precepto  estatal,  en  cuyo  caso  se  materializaría  el  potencial  riesgo  de  declaración  de
inconstitucionalidad.

También en este expediente cabe señalar que la doctrina del Consejo Consultivo no prejuzga
las soluciones de técnica legislativa que pueden introducirse para salvar los inconvenientes que derivan
de  la  denominada  “lex  repetita”,  pero  en  todo  caso  sí  subraya  con  vehemencia  que  cuando  el
legislador decida trasladar preceptos de general aplicación en toda España, debe ponerse el cuidado
necesario en revisar la redacción que emplean los artículos afectados, pues el peligro radica en que
una pequeña variación,  aunque se trate  de matices o precisiones aparentemente intrascendentes,
puede alterar o reducir las determinaciones que el legislador estatal ha plasmado en los preceptos que
se  pretenden  reproducir,  tratándose  como  se  trata  de  competencias  que  no  corresponden  a  la
Comunidad Autónoma.

En suma, en los supuestos en que se ha considerado necesario la reproducción de normas
básicas estatales para facilitar una visión unitaria y una comprensión global de la materia regulada,
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como sucede en el  que ahora centra  nuestra  atención,  este  Consejo Consultivo no ha dejado de
advertir sobre la necesidad de salvar esa posible vulneración de competencias del Estado mediante la
cita expresa del precepto de la norma estatal, extremando el celo puesto al redactar los preceptos en
los  que  se  cree  necesario  utilizar  dicha  técnica,  a  fin  de  que  guarden  fidelidad  con  la  norma
reproducida.

Al igual que se subraya en el dictamen 277/2007, también es preciso destacar la necesidad
de revisar globalmente el texto, de manera que se observe un criterio coherente y uniforme, dando
cuenta además en el preámbulo de las razones que llevan a la reproducción de normas estatales y del
modo y extensión con que ello se realiza”.

En consecuencia, consideramos que en primer lugar debería motivarse en el expediente la
necesidad de reproducir en el proyecto determinados preceptos de una norma estatal de aplicación
directa en el ámbito de la Comunidad Autónoma.Además, debe recordarse que la reproducción de
estos preceptos o apartados de la legislación del Estado, ha de realizarse:

-  Únicamente  cuando  ello  resulte  necesario  o  justificado  en  los  términos  anteriormente
expuestos.

- Siempre de manera literal, existiendo una correspondencia idéntica, distinguiendo aquellos
añadidos o desarrollos que no se contienen en la misma,

-Y con cita o referencia a los mismos. Así la reproducción de normas estatales o el desarrollo
de un precepto concreto de las mismas debe ir precedida de la expresión “de conformidad con lo
previsto  en...” o bien optar  por la  inclusión de una disposición final  en la que se identifiquen las
mismas, que no aparecería en el Anteproyecto de ley que nos ocupa.

Todo ello a efectos de evitar los efectos perniciosos de la lex repetita antes citados. 

 7.2.- Título. Debería figurar en el mismo que el proyecto también regula el “carné de familia
numerosa”. 

7.3.- Parte Expositiva. Sería conveniente que se hiciera alguna puntualización sobre cómo se
están tramitando en la actualidad los procedimientos regulados en el borrador que nos ocupa, dado que
no consta que hubiera ninguna disposición normativa al  respecto,  destacando así  la relevancia del
mismo desde el punto de vista de la seguridad jurídica. 

7.4.- Artículo 2. Debería hacerse una remisión al artículo 5.1 de la Ley 40/2003, de 18 de
noviembre. 

7.5.- Artículo 3. Tendrían que incluirse como personas solicitantes las previstas en el párrafo
e) del artículo 2.1 de la citada Ley: “Tres o más hermanos huérfanos de padre y madre, mayores de 18
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años, o dos, si uno de ellos es discapacitado, que convivan y tengan una dependencia económica entre
ellos”. 

7.6.- Artículo 4.  Regula las solicitudes de expedición, renovación y modificación.

7.6.1.-  En  el  apartado  1  nos  preguntamos  quién  podrá  realizar  la  “traducción  oficial”  al
castellano. 

7.6.2.-  En  el  apartado  2  respecto  al  Anexo  IV,  no  debería  indicarse  que  se  exige  el
consentimiento expreso para la consulta de los datos tributarios, mientras que para el resto de datos se
prevé el derecho de oposición, pues dicho Anexo ya contempla dos campos para todos los datos: uno
en el que se “presta el consentimiento” y otro en el que “no se consiente”. 

7.6.3.-  En  el  apartado  3  en  cuanto  a  los  ingresos,  debería  añadirse  una  remisión  a  la
Disposición Adicional Octava de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, según la cual “Se entenderá que
la solicitud de condición de familia numerosa conlleva el consentimiento para la cesión de datos de
carácter personal necesarios para la comprobación de ingresos económicos de la unidad familiar por
parte del órgano gestor”.

7.6.4.- A tenor del apartado 4 se presume que la documentación habrá de aportarse mediante
copia simple, no siendo necesaria la original ni copia auténtica. 

7.6.5.- En el apartado 6 debería señalarse que todo lo referente a la tramitación electrónica,
será  de  aplicación  el  Decreto  622/2019,  de  27  de  diciembre,  de  administración  electrónica,
simplificación de procedimientos y racionalización organizativa de la Junta de Andalucía, teniendo en
cuenta especialmente el Capítulo VI dedicado a las notificaciones electrónicas.

7.7.- Artículo 5. Regula la documentación necesaria para la expedición del título.

7.7.1.- Observamos que la documentación a aportar por parte de las personas interesadas es
muy prolija, compleja y en algunos casos confusa, con una excesiva división y subdivisión de supuestos,
lo que podría ocasionar graves dificultades a la hora de presentar dicha documentación junto a la
solicitud. En este sentido el artículo 129.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, dispone que “En virtud
del  principio  de  proporcionalidad,  la  iniciativa  que  se  proponga  deberá  contener  la  regulación
imprescindible para atender la necesidad a cubrir con la norma, tras constatar que no existen otras
medidas menos restrictivas de derechos, o que impongan menos obligaciones a los destinatarios”. Por
este motivo se propone la conveniencia de valorar la revisión del contenido del precepto, a efectos de
facilitar la aportación de la documentación, siempre que ello fuera posible. 

7.7.2.-  Con carácter  general  advertimos que debe comprobarse  la  existencia  de una plena
concordancia entre los documentos exigidos por el proyecto, y lo preceptuado en los artículos 2 y 3 de

Plaza de España. Puerta de Navarra, s/n 0 41013 Sevilla
9

Código: 43CVe739JRKLVV2HgJjRt19WEUvT93 Fecha 06/07/2020

Firmado Por JAIME VAILLO HERNANDEZ

Url De Verificación https://ws050.juntadeandalucia.es/verificarFirma Página 9/18

https://ws050.juntadeandalucia.es/verificarFirma/code/43CVe739JRKLVV2HgJjRt19WEUvT93


GABINETE JURÍDICO
Servicios Centrales

la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, y su Reglamento, evitando las posibles lagunas que pudieran
presentarse a la hora de fijar la aportación y obligatoriedad de dichos documentos. 

7.7.3.-  Téngase  en  cuenta  que  el  supuesto  contemplado  en  el  artículo  2.2.d)  de  la  Ley
40/2003, de 18 de noviembre, excluye la dependencia económica, al indicar “Dos o más hermanos
huérfanos de padre y madre sometidos a tutela,  acogimiento o guarda que convivan con el  tutor,
acogedor o guardador, pero no se hallen a sus expensas”.

7.7.4.- En el apartado 1 la documentación exigida en su párrafo b) va referida a acreditar la
relación de parentesco, y no “la situación de la unidad familiar”, por lo que tendría que modificarse de
forma que rezara “Acreditación de la identidad y relación de parentesco”.

7.7.5.- En el apartado 1.a) suponemos que se está aludiendo a las personas con nacionalidad
española, lo que debería especificarse para diferenciar el resto de casos regulados en el párrafo a). 

En  el  tercer  párrafo  no  alcanzamos  a  entender  el  sentido  de  la  expresión  “cuando  le
acompañen o se reúnan con la persona solicitante”. 

7.7.6.- En el apartado 1.b) planteamos qué ocurrirá si no existiese documentación análoga al
libro de familia en el Estado del que son nacionales las personas solicitantes. Por otro lado, tendría que
matizarse con qué finalidad se hace una remisión al artículo 80 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del
Registro Civil, en cuanto a los medios  publicidad del Registro, y con relación al libro de familia, y si ello
supondrá  la  posibilidad  de  aportar  certificación,  o  que  la  Administración  pueda  recabar  los  datos
directamente. 

7.7.7.- En el apartado 2.b), dentro de su primer inciso, parece existir un error de redacción que
tendría que subsanarse, en el sentido de reflejar que los nacionales de otros países que integren la
unidad familiar, habrán de aportar  el permiso de residencia legal en España. 

7.7.8- En el apartado 2.c) debería hacerse una remisión al artículo 3.b) de la Ley 40/2003, de
18 de noviembre. Sobre la documentación acreditativa de los distintos supuestos de interrupción de la
convivencia, recomendamos que se realice una concreción de cuál habrá de ser dicha documentación,
dado que habrá de ser valorada para el otorgamiento del título de familia numerosa.

Deberían añadirse, con la correspondiente remisión, los casos y las especialidades enunciadas
en el artículo 1.1.b) del Reglamento de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, “Se entenderá que la
separación transitoria motivada por razón de estudios, trabajo, tratamiento médico, rehabilitación u
otras  causas  similares,  incluyendo  los  supuestos  de  fuerza  mayor,  privación  de  libertad  de  los
ascendientes o de los hijos o internamiento conforme a la normativa reguladora de la responsabilidad
penal de los menores, no rompe la convivencia entre padres e hijos, tanto si es consecuencia de un
traslado con carácter temporal en territorio español como en el extranjero. No obstante, cuando se trate
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de miembros de unidades familiares que sean nacionales de Estados que no sean parte de la Unión
Europea  o  del  Acuerdo  sobre  el  Espacio  Económico  Europeo,  se  entenderá  que  no  se  rompe  la
convivencia entre padres e hijos en los mismos supuestos indicados en el párrafo anterior sólo cuando
sea consecuencia de un traslado temporal en territorio español”.

7.7.9.- En el apartado 3 tendría de indicarse que la dependencia económica se determinará
según lo dispuesto en el artículo 1.c) del Reglamento de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, referido
a la aplicación del IPREM.

7.7.10.- En el apartado 3.a) habría de expresarse si deberá presentarse la declaración del IRPF
de todos los miembros de la unidad familiar o solo de la persona solicitante. Debería precisarse si la
enunciación de documentación en caso de no tener obligación de presentar IRPF, es cumulativa o
alternativa y, en su caso, cuándo procederá aportar una u otra. Se desconoce qué contenido tendría
que tener un “certificado de empresa”. 

Por otra parte, en lugar de “declaración de la renta del año natural anterior a la fecha de la
solicitud”, habría de indicar “declaración de la renta correspondiente al periodo impositivo con plazo de
presentación vencido”, en consonancia con lo dispuesto a continuación para la consulta recabada por la
Administración. Y respecto a esta última, debería precisarse que la declaración será la inmediatamente
anterior no a la fecha de la solicitud, sino a dicha consulta, pues puede que cuando ésta se lleve a
cabo, se hubiera presentado otra declaración posterior a la solicitud, con plazo ya vencido. 

7.7.11.- Debería aclararse si el supuesto contemplado en el párrafo b) del apartado 3 excluye al
del párrafo a), o si por el contrario, constituye un plus respecto de la documentación prevista en aquél.
No obstante, la enunciación de la documentación a aportar es muy confusa, lo que debería subsanarse
a efectos de su comprensión. 

7.7.12.- En el apartado 3.c) apuntamos que según lo dispuesto en el artículo 17.2 de la Ley
40/2003, de 18 de noviembre, la obligación de presentar la declaración de ingresos deberá realizarse:
“siempre que éstos se hayan tenido en cuenta para la consideración de la familia como numerosa, para
su clasificación en la categoría especial o para acreditar el requisito de dependencia económica”.

Se plantea cómo se comunicará a la persona interesada que esos documentos ya obran en
poder del órgano tramitador, así como cuáles serán las consecuencias en caso de que se incumpla la
obligación anual de presentar declaración responsable de ingresos o rentas de la unidad familiar. 

7.8.- Artículo 6. Regula la documentación necesaria para acreditar circunstancias especiales. 

7.8.1.-  En  el  apartado  1  en  lugar  de  “progenitores”  habría  de  emplearse  el  término
“ascendientes”, lo  que se reproduce para el  resto del  articulado. Debería  precisarse cuál o cuáles
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podrían ser un “documento análogo” al convenio regulador aprobado por resolución judicial, lo que se
reitera para el apartado 2. 

7.8.2.- En el apartado 2 debería plasmarse la exigencia prevista en el artículo 2.1.c) de la Ley
40/2003,  de  18  de  noviembre:  “En  este  supuesto,  el  progenitor  que  opte  por  solicitar  el
reconocimiento de la condición de familia numerosa, proponiendo a estos efectos que se tengan en
cuenta hijos que no convivan con él, deberá presentar la resolución judicial en la que se declare su
obligación de prestarles alimentos”.

No debería  aludirse a los “hijos” únicamente en plural.  En lugar de “fotocopia” habría  de
indicar “copia”. Tendría que precisarse a qué efectos y en qué términos habrá de pronunciarse el
escrito de conformidad del otro ascendiente, así como cuál es la finalidad de informar a éste de la
resolución adaptada.

7.8.3.- El apartado 3 habría de atenerse expresamente al contenido del supuesto regulado en el
artículo 1.1.a) del Reglamento de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, en cuanto a la edad, tipo de
estudios, etc., según el cual, en cuanto a los requisitos para que se reconozca y mantenga la condición
de familia numerosa: 

“Ser solteros y menores de 21 años de edad, o ser discapacitados o estar incapacitados para
trabajar, cualquiera que fuese su edad. Tal límite de edad se ampliará hasta los 25 años incluidos,
mientras  se realicen  estudios  de  educación universitaria  en sus diversos ciclos y  modalidades,  de
Formación Profesional  de  grado superior,  de enseñanzas especializadas de  nivel  equivalente a  las
universitarias o profesionales en centros sostenidos con fondos públicos o privados, o cualesquiera
otros  de   análoga naturaleza.  Igual  ampliación tendrán cuando cursen estudios  encaminados a la
obtención de un puesto de trabajo”.

Sin perjuicio de lo anterior, para evitar innecesarias y eventuales confusiones, la expresión “con
carácter general, y en todos los casos anteriores en que los hijos e hijas mayores de 21 años cursen
estudios”, debería suprimirse. En todo caso, habría de indicar que son los hijos e hijas de 21 a 25 años
incluidos.  Debería  señalarse  que  los  “documentos  acreditativos”  de  los  estudios  que  tendrán  que
presentarse anualmente, han de actualizarse año tras año, y motivarse la preferencia en su aportación
entre el 15 y 20 de noviembre, así como si el 15 de noviembre será el  dies a quo del plazo para
presentar los documentos. No obstante, esta última circunstancia debería eliminarse, dado que en caso
de no cumplirse los requisitos de este apartado, procederá acudir a los procedimientos de modificación
o revocación del título de familia numerosa, debiendo indicarse esta circunstancia expresamente. 

7.8.4.- Para propiciar el conocimiento a las personas interesadas de todos los datos que inciden
en la presentación de la documentación, en el apartado 5 debería realizarse una remisión al artículo 2.5
de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre: “A los efectos de esta ley, se entenderá por discapacitado
aquel que tenga reconocido un grado de minusvalía igual o superior al 33 por ciento y por incapaz para
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trabajar aquella persona que tenga reducida su capacidad de trabajo en un grado equivalente al de la
incapacidad permanente absoluta o gran invalidez”.

7.9.- Artículo 7. Regula la modificación y renovación del título.

7.9.1.- Debería tenerse en cuenta a efectos de su remisión, lo dispuesto en el segundo párrafo
del artículo 6 de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre: “El título seguirá en vigor, aunque el número de
hijos que cumplen las condiciones para formar parte del título sea inferior al establecido en el artículo
2, mientras al menos uno de ellos reúna las condiciones previstas en el artículo 3. No obstante, en
estos casos la vigencia del título se entenderá exclusivamente respecto de los miembros de la unidad
familiar que sigan cumpliendo las condiciones para formar parte del mismo y no será aplicable a los
hijos que ya no las cumplen”.

7.9.2.- En el primer inciso del apartado 2, sin perjuicio de la correspondiente remisión, deberían
incluirse expresamente todos los supuestos enunciados en el artículo 3.1 del Reglamento de la Ley
40/2003, de 18 de noviembre,  es decir  “(…) cuando varíe el  número de miembros de la unidad
familiar o las condiciones que dieron motivo a la expedición o posterior renovación del título y ello
suponga un cambio de categoría o la pérdida de la condición de familia numerosa, así como cuando
alguno de los hijos deje de reunir las condiciones para figurar como miembro de la familia numerosa,
aunque ello no suponga modificación de la categoría en que esta está clasificada o la pérdida de tal
condición”. 

7.9.3.- En el segundo inciso del apartado 2 la remisión a la Ley 40/2003, de 18 de noviembre,
habría de hacerse al artículo 17.

7.9.4.- En el apartado 3 tendría que especificarse cuál será la consecuencia tras la pérdida de
los efectos del título de familia numerosa, y si ello implicará la necesidad de volver a solicitarlo con la
documentación prevista en los Artículos 5 y 6, para el caso de querer disponer de dicho título, y cómo
se reflejará en la práctica que dicho título ha perdido sus efectos, por ejemplo respecto a los beneficios
económicos que ya se hubieran concedido. Ello se reitera para la revocación prevista en el  Artículo
11. 

7.10.- Artículo 8. Interpretamos que puesto que la documentación a aportar es la misma tanto
en los casos de modificación como de renovación del título, en este último supuesto no será necesario
volver a presentar la solicitud inicial ni la  documentación enunciada en los Artículos 5 y 6. Se plantea si
se podría dar el caso de una renovación que también implique una modificación del título. 

Habría que añadir que conforme a lo preceptuado en el artículo 6 de la Ley 40/2003, de 18 de
noviembre, “El título seguirá en vigor, aunque el número de hijos que cumplen las condiciones para
formar parte del título sea inferior al establecido en el artículo 2, mientras al menos uno de ellos reúna
las condiciones previstas en el artículo 3. No obstante, en estos casos la vigencia del título se entenderá
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exclusivamente respecto de los miembros de la unidad familiar que sigan cumpliendo las condiciones
para formar parte del mismo y no será aplicable a los hijos que ya no las cumplen”.

7.11.- Artículo  9.  Regula  el  inicio,  instrucción  y  resolución  de  los  procedimientos  de
expedición, modificación y renovación del título.

7.11.1.-  Consideramos  que  debería  adicionarse  que  el  título  tendrá  el  contenido  mínimo
regulado en el artículo 2.3 del Reglamento de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, sin perjuicio del
contenido del carné previsto en el Artículo 13.

7.11.2.- En el apartado 2 se establece el trámite de audiencia al ascendiente no solicitante
conforme al Artículo 6.2, “salvo que conste en el expediente la conformidad expresa”. Sin embargo, el
citado precepto contempla dicha conformidad en todo caso, lo que debería aclararse. No obstante, en
aras a garantizar el principio de audiencia dentro del procedimiento administrativo, incluso aún cuando
siempre debiera constar la conformidad del otro ascendiente, podría preverse la existencia preceptiva
del trámite de audiencia.

En el segundo inciso del apartado 2 debería hacerse una remisión al artículo 2.1.c) de la Ley
40/2003, de 18 de noviembre.

7.11.3.- En el apartado 4 conforme al artículo 26 del Decreto 622/2019, de 27 de diciembre,
debería aludirse al “Registro Electrónico Único”.

Estimamos conforme a derecho que la  resolución presunta tenga carácter  estimatorio,  con
arreglo a las consideraciones contenidas en el  Informe SFPI00007/19 de la Consejería de Salud y
Familias, de 16 de julio de 2019, solicitado por la Secretaría General Técnica, sobre el sentido del
silencio  administrativo en los procedimientos relativos al  reconocimiento de la  condición de familia
numerosa,  y  de  renovación,  modificación  o  pérdida  del  título  correspondiente  previsto  en  la  Ley
40/2003, de  18 de noviembre. 

7.11.4.-  Para el  apartado 6 en cuanto a los carnés,  advertimos que es posible  que no se
conceda el título de familia numerosa a todos los integrantes de la unidad familiar, como ocurre con el
supuesto del Artículo 5.2.b), así como según lo previsto en el segundo párrafo del artículo 6 de la Ley
40/2003, de 18 de noviembre.

7.12.- Artículo 10. Regula la vigencia y efectos del título.

7.12.1.- En el apartado 1 se plantea cuándo la vigencia inicial del título vendrá establecida de
forma distinta a “con carácter general”. 
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La determinación  de  la  vigencia  según las  características  propias  de  cada  unidad familiar,
conlleva  una  ilimitada  casuística  que  podría  ocasionar  situaciones  contradictorias  e  incluso
diferenciadoras en supuestos muy similares. Dado que la normativa básica estatal no fija un periodo de
vigencia,  derivándolo  a  lo  que  dispongan las  Comunidades Autónomas,  consideramos se  valore  la
posibilidad de  establecer   en  el  proyecto  un  periodo  de  vigencia  limitado  en  el  tiempo,  pudiendo
determinarse,  en su caso,  diversos periodos atendiendo a las circunstancias que fueran aplicables
expresamente  a  las  unidades  familiares,  opción  esta  última  que  han  adoptado,  por  ejemplo,  las
Comunidades Autónomas de Madrid o Extremadura, en el Decreto 141/2014, de 29 de diciembre, y
Decreto 45/2015, de 30 de marzo, respectivamente.

Para expresar la vigencia del título habría que remitirse a lo dispuesto en el artículo 7.2 de la
Ley 40/2003, de 18 de noviembre, el cual además de  que éste mantendrá sus efectos durante todo el
periodo a que se refiere la renovación o modificación, o dejen de concurrir las condiciones exigidas para
tener  la  consideración  de  familia  numerosa,  también  añade  “hasta  el  momento  en  que  proceda
modificar la categoría en que se encuentre clasificada la unidad familiar”.

7.12.2.- En el apartado 2 sería conveniente establecer un plazo para la devolución del título y
los carnés de familia numerosa.

Se plantea cómo se dará a conocer ante el órgano competente la pérdida de la condición de
familia numerosa, y si ello requerirá de una declaración expresa mediante resolución administrativa, sin
perjuicio de las sanciones que pudieran imponerse. 

7.12.3.- En el apartado 3, conforme al artículo 7.1 de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, no
solo debería aludirse a la “solicitud de reconocimiento”, sino también a la “renovación”.

7.13.-  Artículo  12.  Advertimos  que  el  carné  constituye  un  documento  de  identificación
material respecto del título de familia numerosa, y por tanto, se trata de un elemento distinto de éste. 

Debería  indicarse  que  los  carnés  se  expedirán,  además,  cuando  se  hubiere  dictado  la
resolución favorable al otorgamiento del título de familia numerosa conforme al procedimiento regulado
en el proyecto que nos ocupa. 

7.14.- Artículo 14. Regula el periodo de validez del carné.

7.14.1.- En el apartado 2.a) no se comprende a qué se esta aludiendo con “ intercambiar la
titularidad y en consecuencia la validez de sus respectivos carnés”.

7.14.2.- En el apartado 2.b) apuntamos que el contenido del párrafo segundo del artículo 6 de
la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, será de aplicación específicamente al título de familia numerosa,
lo que no obsta para que se haga extensible al carné. 
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Conviene destacar que el Tribunal Supremo en Sentencia n.º409/2019 de 25 Mar. 2019, Rec.
286/2016 dictada en interés casacional, ha resuelto que no solo el título sino la categoría de familia
numerosa (general o especial), seguirá vigente para el resto de los hermanos, cuando alguno o algunos
de ellos hubieran alcanzado la mayoría de edad:

“Es así, en definitiva, porque la discriminación entre los hermanos, minorada desde luego si el
título sigue en vigor mientras al menos uno de ellos reúna las condiciones requeridas en el art. 3 de la
Ley 40/2003, se evita en mayor medida, incluso con plenitud, si todos los hermanos que contribuyeron
a la obtención para la familia de la "categoría especial" siguen disfrutando en ella de los mismos
beneficios que disfrutó el primero de ellos. La expresión "el título seguirá en vigor" con que se inicia el
párrafo añadido al art. 6 por la reforma de 2015, permite, al igual que entendieron aquellas sentencias,
considerar que el título a que se refiere, esto es, el que sigue en vigor, es precisamente el ostentado
antes de acaecer la circunstancia que dio lugar al litigio.

(…) El párrafo segundo del art. 6 de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las
Familias Numerosas, añadido por la Disposición final quinta de la Ley 26/2015, de 28 de julio, que
"Modifica el sistema de protección a la infancia y a la adolescencia", debe interpretarse en el sentido de
que el Título de Familia Numerosa en la circunstancia a que se refiere ese párrafo sigue en vigor no
sólo en su existencia sino, además, en la categoría que antes ostentara”.

Esta Sentencia ha sido acogida en la STSJ de Andalucía, Sede de Sevilla, de 15 de mayo de
2019, Rec. nº 371/2019.

7.15.- Artículo 15. En el párrafo primero ponemos de relieve que el carné es individual, por lo
que no podría tener ningún cotitular. 

7.16.-  Artículo  16.  Podría  añadirse  el  pasaporte  como  medio  de  identificación,  en
consonancia con el Artículo 5.1.

7.17.- Disposición Transitoria Primera. Nos preguntamos si el procedimiento regulado en
el presente proyecto será de aplicación a los supuestos de modificación y renovación del título, así
como al resto de trámites procedimentales que ya se hubieran realizado antes de la entrada en vigor del
proyecto,

 7.18.-  Disposición  Transitoria  Segunda.  En  el  apartado  1  téngase  en  cuenta  que  el
derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con la Administración ya se encuentran vigentes,
en particular tras la entrada en vigor del Decreto 622/2019, de 27 de diciembre. Sobre la mentada
obligación como ya se ha adelantado, habrá que estar a lo dispuesto en el artículo de la 14 de la Ley
39/2015, de 1 de octubre.
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En el apartado 2 advertimos que el Portal de la Junta de Andalucía ya está en funcionamiento.

OCTAVA.- Sobre las cuestiones de técnica normativa, se efectúan las siguientes apreciaciones:

8.1.- Reiteramos lo ya dicho sobre la lex repetita en la consideración 7.1.

8.2.-  Una vez hecha mención a una norma por primera vez en la Parte Expositiva o en el
articulado, en las sucesivas bastará con hacerlo a su número y fecha de aprobación, como por ejemplo
“Ley 40/2003, de 18 de noviembre”. Del mismo modo, no deberían emplearse acrónimos del tipo
“LPAC” para referirse a normas jurídicas, y en caso de hacerlo, tras su primera mención completa,
habría de indicarse a continuación y entre paréntesis “en adelante...” y el acrónimo que corresponda. 

8.3.- Las citas de preceptos de otras disposiciones habría de hacerse enunciando en primer
lugar el número del apartado, y en segundo término el precepto en el que se encuentra dicho apartado,
como por ejemplo “apartado 2 del artículo 5”.

8.4.- Las expresiones del tipo “de este Decreto” o de “este artículo” deberían eliminarse. 

8.5.- La locución “Así mismo” a lo largo del articulado, tendría que suprimirse.

8.5.-  Artículo  3 En  el  apartado  1  sería  más  apropiado  decir  “con  capacidad  de  obrar
suficiente”, en lugar de “capacidad legal”.

8.6.- Artículo 4. Aconsejamos que se reordene el precepto de la siguiente manera: apartados
2, 1, 5, 3, 4, 6 y 7. No obstante, el apartado 2 no debería estar redactado en términos descriptivos,
indicando que la solicitud habrá de presentarse conforme al  modelo del  Anexo I,  debiendo aportar
además  la  declaración  responsable  contenida  en  el  Anexo  II.  Respecto  al  resto  de  Anexos,  las
remisiones a los mismos habrían de hacerse en los Artículos correspondientes a cuyo contenido vengan
referidos. 

8.7.- Artículo 5.  En el apartado 1.a), párrafo cuarto, en lugar de los dos puntos, sería más
apropiado señalar:  “(…) copia de la documentación acreditativa de la residencia legal,  mediante la
aportación del permiso de residencia o, en su caso, del visado de reagrupación familiar”. Esto mismo se
reitera para los párrafos a) y d) del apartado 2.  

En el apartado 3 conforme a la Directriz 31 del Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de julio
de 2005, por el que se aprueban las Directrices de técnica normativa, “Cuando deba subdividirse un
apartado, se hará en párrafos señalados con letras minúsculas, ordenadas alfabéticamente: a), b), c).
Cuando  el  párrafo  o  bloque  de  texto  deba,  a  su  vez,  subdividirse,  circunstancia  que  ha  de  ser
excepcional, se numerarán las divisiones con ordinales arábigos (1.º, 2.º, 3.º ó 1.ª, 2.ª, 3.ª, según
proceda)”. Dada la excepcionalidad de esta última división, no debería procederse a efectuar una nueva
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división  de  los  subapartados.  A  mayor  abundamiento,  según la  mentada  Directriz  31  “No  podrán
utilizarse, en ningún caso, guiones, asteriscos ni otro tipo de marcas en el texto de la disposición”. Por
último, no debería emplearse la letra cursiva. 

En el apartado 3.a) debería rezar “Certificado de pensiones, prestaciones o subsidios”.

8.8.- Artículo 6.  Aconsejamos que en vez de que cada apartado comience con la expresión
“Casos de...”, se enuncie el supuesto directamente, como por ejemplo, “Fallecimiento de uno de los
ascendientes.”, y a continuación el régimen jurídico.

En el apartado 2 debería suprimirse “de este apartado 2”. 

8.9.-  Artículo  7.  Sería  más  acertado  que  llevara  por  título  en  este  orden:  “Renovación  y
modificación del título”, lo que se reitera para el resto del articulado.

8.10.- Artículo 9. En el apartado 1 los incisos relativos al acuerdo sobre los hijos o hijas y la
custodia compartida, no pertenecen al ámbito del procedimiento, por lo que recomendamos que se
traslade a los preceptos que regulan los requisitos para la obtención del título. 

8.11.- Artículo 10. En el apartado 2 en lugar de “emisión” habría que indicar “expedición”. Se
recomienda que la previsión en materia sancionadora se traslade a un nuevo precepto en el que se
regule de forma específica el régimen sancionador. 

8.12.-  Artículo 15.  Recomendamos que se divida en dos apartados diferentes.  Habría  de
señalarse “título o carné” y no “carné y título”. 

En  el  segundo  párrafo  debería  indicar  “expedidos  por  la  Administración  de  la  Junta  de
Andalucía”, y “serán accesibles”, en futuro de indicativo y no en presente.

8.13.- Disposición Adicional Única. Su contenido debería trasladarse a la Disposición Final
Primera.  

Es cuanto me cumple someter a la consideración de V.I., sin perjuicio de que se cumplimente
la debida tramitación procedimental y presupuestaria. 

                    El Letrado de la Junta de Andalucía. 
                    Fdo.: Jaime Vaíllo Hernández.
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CONSIDERACIONES QUE EMITE LA SECRETARÍA GENERAL DE FAMILIAS EN
RELACIÓN CON EL INFORME SSCC2020716 DEL GABINETE JURÍDICO DE LA
JUNTA DE ANDALUCÍA REFERENTE AL PROYECTO DE DECRETO     /2020,
POR  EL  QUE  SE  REGULA  EL  PROCEDIMIENTO  DE  EXPEDICIÓN,
RENOVACIÓN, MODIFICACIÓN O REVOCACIÓN DEL TÍTULO Y DEL CARNÉ
DE FAMILIA NUMEROSA, EN LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA.

En relación con las consideraciones emitidas por el Gabinete Jurídico de la
Junta  de  Andalucía  respecto  al  proyecto  de  Decreto  por  el  que  se  regula  el
procedimiento de expedición, renovación, modificación o revocación del título y del
carné de Familia  Numerosa en Andalucía,  esta  Secretaría General  de Familias
expone lo siguiente:

1) Se han incorporado al texto del proyecto de decreto referenciado, todas
las consideraciones contenidas en el informe del Gabinete Jurídico, tanto las que
se refieren a la  parte expositiva como al  articulado del  proyecto  de decreto,  al
haberse valorado su oportunidad,  bien por ser más ajustadas a derecho, bien por
introducir mejoras de técnica normativa que redundan en una mejor comprensión
del  texto  para  la  ciudadanía  y  así  se  se  refleja  también  en  el  título  de  dicho
proyecto  que  figura  en  el  encabezamiento  del  presente  informe.  Las
consideraciones  no  incorporadas  o  asumidas  son  las  que  a  continuación  se
relacionan, por las razones que se exponen: 

2) En el apartado 7.5 del Informe Gabinete Jurídico se dice con respecto al
artículo 2 que debería hacerse una remisión al artículo 5.1 de la Ley 40/2003, de 18
de  noviembre. Sin  embargo,  comprobado  el  contenido  de  dicho  artículo,  se
considera oportuno hacer la remisión al artículo 5.2 de la Ley 40/2003, toda vez
que  este  apartado segundo es el  que recoge la  competencia  de la  comunidad
autónoma de residencia del solicitante para el reconocimiento de la condición de
familia numerosa, la expedición y renovación del título que acredita dicha condición
y categoría. 

3)  En  el  artículo  4.,  se  ha  modificado  el  orden  y  por  tanto,  la  numeración  y
contenido  de  los  apartados,de  forma  que  el  anterior  apartado  2,  ahora  es  el

CONSEJERÍA DE SALUD Y FAMILIAS
Secretaria General de Familias
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4) Respecto a la consideración 7.6.1. del informe del Gabinete Jurídico, ante
la duda sobre quién podrá realizar la “traducción oficial”, hemos de concluir que se
ha mantenido en el texto dicha previsión de la traducción oficial, considerando su
necesidad al aplicarse a documentos redactados en otro idioma que deban surtir
efecto  legal  en España, y considerando también que el  concepto de traducción
oficial es más amplio que el de traducción jurada, pues, por ejemplo, se consideran
traducciones oficiales, sin ser traducciones juradas, las siguientes: 

- Las traducciones certificadas por la Oficina de Interpretación de Lenguas
del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación.

- Las traducciones de documentos públicos extranjeros hechas o asumidas
por  las  representaciones  de  España  en  el  exterior  o  las  hechas  por
representaciones de España de documentos públicos de su propio Estado.

5) Respecto  a  la  consideración  7.6.2,  se  han  introducido  cambios  en  la
Solicitud y en los Anexos para ajustar su forma y contenido a la normativa vigente
en Andalucía. Para ello, además del trámite de consulta pública, se han mantenido
reuniones con la Dirección General de Transformación Digital de la Consejería de
Hacienda, Industria y Energia. La propuesta de modificación realizada por el centro
directivo, fue remitida para su normalización el 18 de noviembre de 2019 al Servicio
de Organización y Simplificación Administrativa (Proced. RPA n.º 7) y la versión
última está pendiente de que concluya la tramitación,  en lo que respecta  a los
informes preceptivos. 

6) Respecto a la consideración 7.7.1. y 7.7.2, se ha procedido a revisar  la
documentación que se recoge y se ha valorado mantener su inclusión pues se
considera que es la estrictamente necesaria para el cumplimiento de la normativa
de aplicación y para dar respuesta a la amplia casuística que el procedimiento en
cuestión abarca.

7) Respecto a la consideración 7.7.3., no le sería de aplicación lo dispuesto
en el apartado 3.  Acreditación de la dependencia económica en la unidad familiar.

8) Respecto a la consideración 7.7.5. y  respecto al tercer párrafo, en cuanto
a que no se entiende el sentido de la expresión “ cuando acompañen o se reúnan
con la persona solicitante”, se considera oportuno mantener dicha expresión en el
texto,  en  concordancia  con  lo  establecido  en  el  artículo  7  del  Real  Decreto
240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia en España
de ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados
parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo. 
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9) Respecto a las consideraciones  7.8.2 y 7.11.2 en las que se dice que se
debería plasmar en el apartado 2 del artículo 6 y en el apartado 2 del artículo 9 del
texto del decreto, la exigencia prevista en el artículo 2.1.c) de la Ley 40/2003, de 18
de noviembre. Sin embargo, la remisión correcta sería al artículo 2.2.c) de dicha
Ley, y así se refleja en el texto. 

10) Respecto a la consideración 7.12.1. tercer apartado en cuanto a su remi-
sión al artículo 7.2 de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre a los efectos reconoci-
dos por el título de familia numerosa y que se mantendrán (…) o hasta el momento
en que proceda modificar la categoría en que se encuentre clasificada la unidad fa-
miliar (…), entendemos no debe incluirse, debido al pronunciamiento del Tribunal
Supremo en Sentencia n.º 409/2019 de 25 de marzo de 2019, Rec. 286/2016 dicta-
da en interés casacional, que viene a resolver que no solo el título sino la categoría
de familia numerosa (general o especial), seguirá vigente para el resto de los her-
manos y hermanas, cuando alguno o algunos de ellos hubieran alcanzado la mayo-
ría de edad. Tal extremo se señala en el 7.14.2. con respecto al Artículo 14.

En Sevilla, a la fecha certificada
LA JEFA DEL SERVICIO DE PROGRAMAS DE FAMILIAS
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